
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDENCIA / MORA JUDICIAL / EL RETRASO SE ENCUENTRA JUSTIFICADO.
Acuden los señores Arboleda Díaz y López Bedoya en esta oportunidad, bajo la premisa principal de que el juzgado encartado vulnera su derecho fundamental al debido proceso, comoquiera que es renuente a la hora de resolver una petición orientada a que se remueva el agente liquidador en el proceso liquidatario que se trajo a debate, y que radicaron desde el 30 de agosto del año que avanza. 

Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. (…)
… en el caso concreto se tiene que:

(i)
Los aquí accionantes, el 30 de agosto del año que avanza, radicaron un memorial mediante el cual solicitaron la apertura de un incidente para la remoción del agente liquidador…
(ii)
Previa constancia secretarial sobre el cúmulo de acciones constitucionales repartidas al Despacho entre el 22 de julio y el 28 de agosto de este año, el 18 de septembre se profirió un auto…, en el que, entre otras decisiones, se despachó desfavorablemente la petición de remoción del liquidador, en el sentido de que se estuvo a lo resuelto en otro auto adiado el 10 de julio anterior…
… en el de marras no hay duda de que el Juzgado excedió el término de 10 días hábiles previsto en el artículo 120 del CGP, para resolver la petición de remoción del agente liquidador que presentaron los accionantes, y esto porque, el memorial se radicó el 30 de agosto y para cuando se promovió esta tutela, el 17 de septiembre, nada se había resuelto, es decir, luego de que pasaron 12 días hábiles. 

De ahí que, en principio, podría concluirse, sin más, que se hallaba conculcado el derecho fundamental al debido proceso de los demandantes, dada la mora judicial; sin embargo, vale la pena memorar que para que así pueda afirmarse, debe acreditarse que la tardanza es injustificada.
… si bien el Juzgado no resolvió la cuestión dentro del término previsto en el artículo 120 citado, lo cierto es que, de conformidad con los lineamientos jurisprudenciales que acaban de estudiarse, no ha transgredido las prerrogativas fundamentales de los demandantes, si se tiene en cuenta que está justificada su tardanza…

ACLARACIÓN DE VOTO: DOCTORA CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Aunque también consideró que en este caso no se podía acceder al amparo constitucional,  me aparto de la motivación del fallo en cuanto analizó de fondo el asunto, pues la tutela resultaba improcedente por encontrarse ausente uno de los presupuestos de procedibilidad de ese excepcional medio de protección.

En efecto, como se ha reiterado por la jurisprudencia constitucional, uno de los requisitos de procedencia del amparo constitucional es que el interesado haya acudido de manera previa a la autoridad que supuestamente afecta sus garantías fundamentales, a fin de que esta tenga la oportunidad de conocer la reclamación y pronunciarse al respecto; de obviarse ese trámite, se estaría dando por sentado que la administración no va a acceder a la petición y adicionalmente, el ciudadano ejercería la tutela como forma principal de obtener protección a sus derechos, cuando, es sabido, una de sus principales características es la subsidiariedad.
En este caso se encuentra ausente el presupuesto de subsidiaridad que caracteriza la tutela, pues los accionantes no elevaron solicitud alguna para obtener se resolviera la petición que hicieron al juzgado, relacionada con la remoción del agente liquidador que actúa en el proceso en el que encuentran lesionados sus derechos. Por tanto, la funcionaria  accionada tampoco tuvo la oportunidad de pronunciarse.
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Decide la Sala la acción de tutela propuesta por los señores Álvaro de Jesús López Bedoya y Mario de Jesús Arboleda Díaz contra el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados la Corporación Social, Deportiva y Cultural de Pereira “Corpereira” representada por su agente liquidador Jhon Ómar Candamil Calle y todas las personas que figuren como acreedoras en el proceso de liquidación judicial por incumplimiento al acuerdo de reestructuración con radicado “66001-31-03-003-2013-00221-00”. 
ANTECEDENTES

Los señores Álvaro de Jesús López Bedoya y Mario de Jesús Arboleda Díaz, en su propio nombre, iniciaron esta acción de tutela contra el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, por la presunta vulneración de su derecho fundamental al debido proceso en conexidad a su derecho a la justicia, celeridad en los procesos judiciales y mora judicial. 
Señalaron que actuan como mayor acreedor, acreedor y apoderado en el proceso de liquidación judicial“2013-221” que cursa en el Juzgado Primero Civil del Circuito, en el que el señor Jhon Ómar Candamil Calle fue designado como agente liquidador, sobre quien afirman, ya no pertenece a la lista de auxiliares de la justicia, por lo que el 30 de agosto del 2019 radicaron ante el Juzgado un incidente para la remoción del agente liquidador, solicitud que no ha sido resuelta por el despacho. 
Pidieron, por tanto, ordenar al Juzgado realizar la remoción inmediata del auxiliar de justicia. 




Mediante auto del 17 de septiembre se dispuso el trámite respectivo, se ordenaron las citadas vinculaciones y por no configurarse las condiciones previstas en el inciso 1° del artículo 7° del Decreto 2591 se negó una medida provisional tendiente a que se le ordenara a la Dimayor y a Colboletos consignar a órdenes del Juzgado dineros de los que es acreedor la Corporación Corpereira; del Juzgado se solicitó copia de las diligencias relacionadas en la demanda.





La encartada remitió las copias requeridas y explicó que en anteriores pronunciamientos ese Despacho ha negado la sustitución o remoción del auxiliar de la justicia, debido a que existe actualmente una investigación en su contra en la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, y en tal virtud se ha explicado que será en esa donde se ventilará si les asiste razón a los solicitantes (f. 69)




Mediante agente oficioso, debidamente ratificado (f. 98, c. 1), Jhon Ómar Candamil Calle manifestó que el Juzgado ha sido cumplidor de todos los procedimientos instaurados por la ley en la liquidación de la Corporación, pero son los accionantes los que con continuos escritos, acciones y solicitudes, han impedido avanzar el proceso; hizo saber que la solicitud de remoción a que se alude, es una más de otras que ya el Despacho ha resuelto en precedencia, de allí que estimó temerario su actuar; indicó que a su juicio la demora del Juzgado es justificada en el entendido de que la liquidación de la corporación es un proceso sui generis, en el que el único activo es un equipo de fútbol, lo cual demanda un estudio adicional por parte de su titular, dado que el caso también está regido por normas que rigen la disciplina deportiva; además de que son numerosas y periódicas las solicitudes que debe resolver. Adujo que la protección es improcedente por carecer del presupuesto de la subsidiaridad, y en ese sentido pidió declararla (f. 71).




En nombre de la señora Juliana Santa y “otros acreedores”, compareció el abogado Herman Berrío Galeano, sin embargo no se allegó el respectivo poder especial que acreditara su postulación en este específico asunto, trasunto de ello, está eximida la Sala de examinar su contestación, dado que carece de legitimación (f. 84). 

  



CONSIDERACIONES
La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Acuden los señores Arboleda Díaz y López Bedoya en esta oportunidad, bajo la premisa principal de que el juzgado encartado vulnera su derecho fundamental al debido proceso, comoquiera que es renuente a la hora de resolver una petición orientada a que se remueva el agente liquidador en el proceso liquidatario que se trajo a debate, y que radicaron desde el 30 de agosto del año que avanza. 





Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, reiteradas en las sentencias T-004-19, T-042-19, T-049-19 y T-075-19, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. 





Para la Sala, los presupuestos generales de procedencia se satisfacen, comoquiera que se aduce la vulneración del derecho fundamental al debido proceso; se cumple el principio de inmediatez ya que el memorial cuya resolución se depreca fue radicado el pasado 30 de agosto del año que avanza y esta tutela el 17 de septiembre siguiente; si se advirtiera la demora que se le achaca a la funcionaria, tal circunstancia podría incidir en el trámite del proceso; se identifica razonablemente en qué consiste la trasgresión, y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela.





La subsidiaridad también se supera, si se tiene en cuenta que el ordenamiento jurídico carece de medios para obtener lo que por esta senda se busca, esto es, que se resuelva una solicitud que ya fue radicada. 





En este punto se detiene esta Sala para recoger su criterio fundado en la indispensabilidad de que el usuario, para que en la acción de tutela se superara el umbral de la subsidiaridad, tuviera que acudir primero al juez que conoce la causa antes que al constitucional
, para acoger una nueva doctrina cuyos cimientos hallan asidero en jurisprudencia constitucional
, de la que se viene echando mano con anterioridad en otra Sala de Decisión del Tribunal
.  




Zanjado el asunto de la procedencia del amparo, en el caso concreto se tiene que:

(i) Los aquí accionantes, el 30 de agosto del año que avanza, radicaron un memorial mediante el cual solicitaron la apertura de un incidente para la remoción del agente liquidador (f. 6).
(ii) Previa constancia secretarial sobre el cúmulo de acciones constitucionales repartidas al Despacho entre el 22 de julio y el 28 de agosto de este año, el 18 de septembre se profirió un auto (f. 105 a 108), en el que, entre otras decisiones, se despachó desfavorablemente la petición de remoción del liquidador, en el sentido de que se estuvo a lo resuelto en otro auto adiado el 10 de julio anterior, cuyo fundamento, a su turno, fue el siguiente:
No se atenderá la solicitud del numeral 2 del memorial allegado teniendo en cuenta que existe en la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Pereira, solicitud de investigación disciplinaria en contra del liquidador de la cual se desprenden idénticas acusaciones a las que se plasmaron dentro de la presente.





Es así que este despacho en aras de no vulnerar el debido proceso y el principio non bis in ídem, aplicable tanto en materia penal como disciplinaria se abstiene de emitir pronunciamiento alguno para inicial' un eventual trámite disciplinario hasta tanto la jurisdicción disciplinaria exteriorice su posición al respecto. El derecho fundamental a no ser juzgado dos veces por los mismos hechos en los que se involucren situaciones de tipo sancionatorio se finca en el sentido de evitar que sobre el mismo asunto no se obtengan dos o más decisiones por diferentes autoridades. (f. 101)
(iii) Contra el auto del 18 de septiembre, notificado el día 20 siguiente, los señores López Bedoya y Arboleda Díaz, el 24 de septiembre que pasó, formularon un recuso de apelación, que en la actualidad está pendiente por resolverse (f. 109).

(iv) Esta acción de tutela se radicó el 17 de septiembre del 2019 (f. 5). 

Pues bien, en el de marras no hay duda de que el Juzgado excedió el término de 10 días hábiles previsto en el artículo 120 del CGP, para resolver la petición de remoción del agente liquidador que presentaron los accionantes, y esto porque, el memorial se radicó el 30 de agosto y para cuando se promovió esta tutela, el 17 de septiembre, nada se había resuelto, es decir, luego de que pasaron 12 días hábiles. 
De ahí que, en principio, podría concluirse, sin más, que se hallaba conculcado el derecho fundamental al debido proceso de los demandantes, dada la mora judicial; sin embargo, vale la pena memorar que para que así pueda afirmarse, debe acreditarse que la tardanza es injustificada.

Sobre ese aspecto la alta Corporación explica
:

En el mismo fallo
, se enunciaron las circunstancias en las que se encuentra justificado el incumplimiento de los términos judiciales señalados por la jurisprudencia constitucional, resumidos de la siguiente manera: “(i) cuando es producto de la complejidad del asunto y dentro del proceso se demuestra la diligencia razonable del operador judicial; (ii) cuando se constata que efectivamente existen problemas estructurales en la administración de justicia que generan un exceso de carga laboral o de congestión judicial; o (iii) cuando se acreditan otras circunstancias imprevisibles o ineludibles que impiden la resolución de la controversia en el plazo previsto en la ley”. 

Como se indicó en el derrotero del proceso que se presentó en líneas precedentes, reposa en el expediente, una constancia secretarial que exhibe el importante cúmulo de acciones  de índole constitucional, pendientes de resolver con prioridad, radicadas con anterioridad o en concomitancia, al trámite incidental incoado por los accionantes, el 30 de agosto (f. 105 a 106).


De lo anterior se desprende que, si bien el Juzgado no resolvió la cuestión dentro del término previsto en el artículo 120 citado, lo cierto es que, de conformidad con los lineamientos jurisprudenciales que acaban de estudiarse, no ha transgredido las prerrogativas fundamentales de los demandantes, si se tiene en cuenta que está justificada su tardanza, que a la sazón y para cuando se interpuso esta acción de tutela, solo había sido de dos días, en virtud a la congestión generada por el excesivo reparto de acciones constitucionales cuya prioridad, eventualmente, impone desplazar la resolución de los asuntos ordinarios. 




Por lo expuesto y por la inexistencia de la vuleración que se le enrostra a la funcionaria, se negará la protección y se absolverá a los demás citados al trámite; sin que sobre mencionar, en todo caso, que con la emisión del auto del pasado 18 de septiembre, es palmario que la cuestión, también cayó en el campo de la carencia actual de objeto, habida cuenta de que durante el trámite de esta acción, se superó el hecho del cual se hacía derivar la presunta conculcación. 

DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA el amparo impetrado por los señores Álvaro de Jesús López Bedoya y Mario de Jesús Arboleda Díaz contra el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira a la que fueron vinculados la Corporación Social, Deportiva y Cultural de Pereira “Corpereira” representada por su agente liquidador Jhon Ómar Candamil Calle y todas las personas que figuren como acreedoras.





Se absuelve a los citados al trámite.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


      DUBERNEY GRISALES HERRERA


Aclaración de voto
Pereira, octubre 3 de 2019

ACLARACIÓN DE VOTO

Magistrado Ponente
: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Expediente No.
: 66001-22-13-000-2019-00636-00

Proceso

: Tutela

Demandante

: Álvaro de Jesús López y otro

Demandados

: Juzgado 1º Civil del Circuito de Pereira

Con todo el respeto que merecen mis compañeros de Sala, procedo a continuación a indicar los motivos por los cuales aclaro el voto respecto de la sentencia de segunda instancia, proferida el 1º de los corrientes,  en el proceso de la referencia.

Aunque también consideró que en este caso no se podía acceder al amparo constitucional,  me aparto de la motivación del fallo en cuanto analizó de fondo el asunto, pues la tutela resultaba improcedente por encontrarse ausente uno de los presupuestos de procedibilidad de ese excepcional medio de protección.

En efecto, como se ha reiterado por la jurisprudencia constitucional, uno de los requisitos de procedencia del amparo constitucional es que el interesado haya acudido de manera previa a la autoridad que supuestamente afecta sus garantías fundamentales, a fin de que esta tenga la oportunidad de conocer la reclamación y pronunciarse al respecto; de obviarse ese trámite, se estaría dando por sentado que la administración no va a acceder a la petición y adicionalmente, el ciudadano ejercería la tutela como forma principal de obtener protección a sus derechos, cuando, es sabido, una de sus principales características es la subsidiariedad.

Al respecto, en un caso en el cual también se debatía la configuración de una mora judicial, la Corte Constitucional
, dijo:
“3.4.2.2. Ahora bien, en lo que se refiere a las hipótesis de mora o de tardanza en el cumplimiento de los términos judiciales, esta Corporación ha tenido la ocasión de pronunciarse en varias oportunidades, en el sentido de señalar que la acción de amparo constitucional procede siempre que no exista otro medio de defensa judicial, o en caso de que exista, se acredite por parte del accionante su falta de idoneidad
 o la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable. Precisamente, en la Sentencia T-527 de 2009 se dijo que: “Así, se ha puntualizado que la acción de tutela no procede de plano por la inobservancia de los términos dentro de un proceso, pues además de demostrarse que el demandante no cuenta con otro medio de defensa eficaz, debe acreditarse que la demora es consecuencia directa de la falta de diligencia de la autoridad pública.”

En el mismo sentido, en la Sentencia T-1249 de 2004, al recapitular varias providencias sobre la materia, se sostuvo que:
“(…) la Corte indicó que de los postulados constitucionales se sigue el deber de todas las autoridades públicas de adelantar actuaciones y resolver de manera diligente y oportuna los asuntos sometidos a ella. En ese sentido, la dilación injustificada y la inobservancia de los términos judiciales pueden conllevar la vulneración de los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia. En este caso, señaló la Sala, si el ciudadano no cuenta con un medio de defensa eficaz a su alcance, y está frente a la inminencia de sufrir un perjuicio irremediable, la acción de tutela es procedente para proteger sus derechos fundamentales”
…

3.4.2.3. En todo caso, con el ánimo de preservar el carácter residual de la acción de amparo constitucional, la Corte también ha dicho que la procedibilidad de la tutela en los casos de mora judicial, exige que la persona afectada haya elevado una petición o solicitud al funcionario o despacho accionado, en la que pida la pronta resolución de su pretensión…
”

En este caso se encuentra ausente el presupuesto de subsidiaridad que caracteriza la tutela, pues los accionantes no elevaron solicitud alguna para obtener se resolviera la petición que hicieron al juzgado, relacionada con la remoción del agente liquidador que actúa en el proceso en el que encuentran lesionados sus derechos. Por tanto, la funcionaria  accionada tampoco tuvo la oportunidad de pronunciarse.

En tal forma se han decidido las tutelas relacionadas con la mora judicial en las tutelas en las que he actuado como ponente, la última del 14 de agosto de este año, en proceso con radicación 66001-22-13-000-2019-00531-00.

Y considero que ese criterio debe mantenerse, pues la Corte Constitucional, en un asunto en el que también se analizó la mora judicial, respecto a tal requisito, dijo:

“Teniendo en cuenta las circunstancias del caso y el problema jurídico, para la Sala Novena sí procede la acción de tutela como mecanismo transitorio y excepcional para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, específicamente al tratarse de una persona de la tercera edad, en circunstancias económicas precarias y de salud, que además, ha presentado múltiples solicitudes ante la Corte Suprema de Justicia para lograr darle celeridad a la decisión contentiva al recurso extraordinario de casación…”
 (Resaltado ajeno al texto original)
Estimo que con la decisión adoptada se abre el camino para cuestionar, mediante tutela, cualquier retraso del juez en dicar un auto, pues en el asunto examinado los demandantes solicitaron la remoción del agente liquidador el 30 de agosto de este año y la tutela se presentó doce días hábiles después, el 17 de septiembre siguiente, lo que a mi juicio además carece de trascendencia constitucional en razón a que desconoce la realidad judicial del país, en el que la mayoría de las veces el incumplimiento de los términos procesales no es imputable al actuar de los funcionarios  encargados de dispensar justicia, sino al cúmulo y la complejidad  de los asuntos que deben resolver.

De manera que aceptar la tesis de mis demás compañeros creará más congestión, pues con fundamento en ese precedente acudirán los usuarios de la rama judicial a la tutela para obtener que por ese medio excepcional de protección se ordene al juez dictar autos dentro de los diez días siguientes a la fecha en que se presenta el respectivo memorial, lo que puede aumentar la estadística en el reparto de tutelas; pero además, para el juez demandado implicaría dedicar parte de su jornada laboral a realizar estadísticas para justificar una demora, en casos como este, que se reitera, se promovió la tutela dos días después de vencido el término que tenía el juez para resolver.

Existirán casos en los que la mora judicial en realidad vulnera el derecho a un trámite ágil y sin dilaciones injustificadas y la tutela sería el mecanismo idóneo para protegerlo, pero solo de satisfacerse el presupuesto de subsidiaridad. 

En la sentencia SU-394 de 2016 que sirvió de sustento a mis compañeros para dar por superado el presupuesto de que se trata, se analizó la omisión de las autoridades judiciales de terminar un  proceso extintivo de dominio que lleva más de quince años desde el inicio de la indagación y concedió la tutela al considerar satisfecho el presupuesto de subsidiaridad, respecto del cual dijo: “En este sentido, para acreditar el cumplimiento del requisito de subsidiariedad en el contexto de omisiones judiciales basta con que se pruebe que interesado ha desplegado una conducta procesal activa y que la parálisis o la dilación no es atribuible a su conducta…”. 

Lo mismo se dijo en la T-186 de 2017 que también se citó en el fallo de esta Corporación, en el que se estudió el caso de una persona que formuló un recurso de casación para que se le resolviera lo relacionado con una pensión, el proceso entró a despacho del magistrado el 13 de mayo de 2015, sin que para el 28 de marzo de 2017 se haya decidido. Al estudiar el presupuesto de que se trata, dijo la Corte Constitucional: 

“El anterior recuento da cuenta de que la señora Graciela Tovar de Perdomo, de 82 años de edad, con un estado de salud deteriorado y en condiciones económicas difíciles, cumplió en condición de promotora del recurso extraordinario de casación con las actuaciones y cargas que le correspondía legalmente, como lo fue la sustentación del recurso de casación en los términos legales; no ha causado traumatismos en el normal desarrollo del curso procesal; y, debe agregarse, aunque ha solicitado un trámite prevalente tampoco ha obtenido respuesta, por lo que, se concluye, se cumple con el requisito de subsidiariedad en este caso…”

Esos asuntos ni siquiera pueden compararse con el que en este caso se decidió, en el que no se quejaron las partes del término para definir el asunto con sentencia, sino de la demora, de dos días, en resolver, por auto, un memorial. 

Dicen mis compañeros de Sala que carecen los demandantes de medios para obtener lo que por esta senda se busca, argumento que no comparto porque como lo expresa la primera providencia que transcribí, el afectado puede solicitar al juez su pronta resolución antes de acudir a la tutela. Ese es el medio idóneo de defensa judicial.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada
� Sentencia C-543-92


� TSP, SCF. Exp. 2019-00093-00, Sentencia del 8 de marzo del 2019, Exp. 2019-00-00565-00, Sentencia del 5 de septiembre del 2019, M.P. Jaime Alberto Saraza Naranjo, por ejemplo.  


� Sentencias SU – 394 del 2016 y T- 186 del 2017


� TSP, SCF. Exp. 2019-00567-00, Sentencia del 4 de septiembre del 2019, M.P. Duberney Grisales Herrera. 


� Sentencia T – 052 del 2018.


� Se habla de la Sentencia T-230 de 2013, reiterada en la T-186 de 2017, entre otras


� Sentencia T-230 de 2013, MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez


� En la sentencia T-527 de 2009, se reconoció que a pesar de que el accionante tenía la posibilidad de solicitar la recusación de la autoridad judicial que había dejado vencer los términos para proferir sentencia en el desarrollo de un proceso penal, dicha alternativa procesal no era idónea frente al problema de mora judicial planteado por el demandante.


� Subrayado y sombreado por fuera del texto original. Recientemente, con el propósito de combatir la mora judicial, el artículo 9° de la Ley 1395 de 2010 adicionó un nuevo parágrafo al artículo 124 del Código de Procedimiento Civil, referente a los términos para dictar resoluciones judiciales, con el siguiente tenor literal: “(…) En todo caso, salvo interrupción o suspensión del proceso por causa legal, no podrá transcurrir un lapso superior a un (1) año para dictar sentencia de primera instancia, contado a partir de la notificación del auto admisorio de la demanda o mandamiento ejecutivo a la parte demandada o ejecutada, ni a seis (6) meses para dictar sentencia en segunda instancia, contados a partir de la recepción del expediente en la Secretaría del Juzgado o Tribunal.


� En este caso se citó la Sentencia T-1154 de 2004. Subrayado y sombrado por fuera del texto original. Más adelante reiteró que: “En la sentencia T-258 de 2004, la Corte señaló que prima facie, dada la subsidiariedad que caracteriza a la acción de tutela, no puede el Juez constitucional inmiscuirse en el trámite de un proceso adoptando decisiones o modificando las ya existentes en el curso del mismo. Lo anterior vulneraría, de conformidad con el fallo, los principios de autonomía e independencia de las funciones consagradas en los artículos 228 y 230 superiores. No obstante lo anterior, indicó la providencia que es procedente la solicitud de amparo cuando la demora en la resolución del caso no tiene justificación, el peticionario no cuenta con otro medio de defensa eficaz y, además, el mismo está ante la inminencia de un perjuicio irremediable. Concluyó entonces la Sala que la acción de tutela no procede automáticamente ante el incumplimiento de los plazos legales por parte de los funcionarios, sino que debe acreditarse también que tal demora es consecuencia directa de la falta de diligencia de la autoridad pública.”


� Sentencia T-527 de 2009.


� Sentencia T-052 de 2018
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